
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 74 DE LA LEY GENERAL DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, A CARGO DEL DIPUTADO ERNESTO ALFONSO 

ROBLEDO LEAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

El diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en 

la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad 

conferida por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, 

numeral 1, fracción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, presenta a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que 

se reforma el artículo 74 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

A partir de la aprobación de la nueva legislación en materia de corrupción, en México contamos con un Sistema 

Nacional Anticorrupción consistente en un mecanismo que coordina a distintas autoridades de los diversos 

órdenes de gobierno responsables del combate a la corrupción y de fomentar la rendición de cuentas. 

La lógica que subyace en el sistema es la de generar las condiciones que permitan alcanzar altos niveles de 

eficiencia en las tareas de prevención, investigación, detección y sanción de conductas que puedan clasificarse 

como faltas administrativas o delitos relacionados con actos de corrupción. 

El ataque a la corrupción en México exigía un sistema legal y judicial robusto y capaz. Lo anterior, en virtud de 

que un sistema que no logra perseguir y sancionar los actos de corrupción, se convierte en un aliciente para la 

comisión de ese tipo de actos y, lejos de resolver la grave crisis que sufre México por ese mal institucional, lo 

fomenta. 

La corrupción, además del profundo desgaste que genera en la legitimidad del ejercicio del poder público, 

genera daños profundos en el entorno económico del país ya que provoca que se disminuya la recaudación 

fiscal, se inhiba la inversión, reduce la competitividad y afecta el gasto público, dañando a los grupos más 

vulnerables de la población que no pueden recibir los apoyos y programas sociales que permitirían mejorar sus 

condiciones de pobreza y salir de la marginación. 

Para generar los mecanismos institucionales que permitieran un sólido combate a la corrupción, el 27 de mayo 

de 2015 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reformaron y adicionaron 

diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de corrupción. 

Esta reforma constitucional corona los esfuerzos en materia de diseño del entramado institucional necesario 

para que el combate a la corrupción sea eficiente mediante la creación del Sistema Nacional Anticorrupción 

(SNA). 

El nuevo SNA, a través del Comité Coordinador, es responsable de fijar las bases para la coordinación de las 

instancias, poderes y autoridades de cada ámbito de gobierno responsables de la prevención, investigación y 

sanciones de las faltas administrativas y los delitos relacionados con corrupción. 

La reforma constitucional crea un marco normativo adecuado para la persecución y sanción de las faltas y 

delitos relacionados con este problema social. Entre sus principales características y novedades debemos 

destacar la reforma al artículo 22 de la Carta Magna que amplía la capacidad del Estado de decretar la extinción 

de dominio a los casos de enriquecimiento ilícito. 



 

 
 

Otra de las modificaciones fundamentales de la reforma constitucional fue la consolidación de la Auditoría 

Superior de la Federación como órgano con autonomía técnica responsable de la fiscalización del ejercicio de 

los recursos públicos, sin las limitaciones de la posterioridad y la anualidad que antes restringían las 

capacidades operativas de esa institución. 

Un cambio que puede parecer estrictamente formal pero que tiene una significancia enorme es la nueva 

denominación del título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que ahora se llama 

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas 

Graves o Hechos de Corrupción y Patrimonial del Estado, abarcando de manera extensiva el espectro de 

conductas que pretende detener. 

Además, se incorporó en el texto constitucional la obligatoriedad de la presentación de la Declaración 3 de 3, 

que fue una de las luchas más trascendentes para la sociedad civil que impulsaba este proyecto. 

Otro elemento novedoso y fundamental es la intervención que se otorga al Tribunal de Justicia Fiscal y 

Administrativa para resolver los temas relacionados con conductas calificadas como graves por la normatividad 

del sistema, la capacidad para impugnar las resoluciones de la Fiscalía Especializada o del propio Tribunal que 

no resulten satisfactorias a la Auditoría Superior o a la Secretaría de la Función Pública y la legitimación para 

que los ciudadanos demanden indemnizaciones del Estado por daños debidos a su conducta irregular. 

El SNA, propiamente dicho, surgió de la reforma al artículo 113 de la Constitución del que se deriva la emisión 

de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; cuerpo normativo en el que se detallan a los integrantes 

del sistema, sus funciones y responsabilidades y los mecanismos de coordinación que funcionarán en su 

operación. 

El SNA pone énfasis en los mecanismos de prevención. Para ese propósito, se consideró fundamental propiciar 

la participación de la sociedad civil y aprovechar las tecnologías de la información, amén de incrementar las 

facultades de las entidades estatales responsables y la profesionalización de los equipos humanos que integran 

los Órganos Internos de Control (OIC). 

Con las nuevas reglas, los OIC deberán generar de manera permanente información pública y verificable sobre 

sus actividades y, mucho más importante, sobre sus resultados. Las reglas derivadas de la nueva Ley General de 

Responsabilidades Administrativas impone a los servidores públicos responsables de la contratación de obras, 

arrendamientos o servicios, la obligación de verificar que los contratistas o prestatarios no incurran en conflictos 

de intereses. Por otro lado, se hace obligatorio el registro público de los funcionarios responsables de la 

ejecución de gasto público en obras, adquisiciones, arrendamientos y servicios. 

El nuevo SNA pone especial énfasis en el tratamiento de la responsabilidad de las personas morales y la 

actuación de sus representantes. Es evidente que la corrupción es un fenómeno que involucra a un agente estatal 

y a particulares. Por ello, era fundamental que el sistema adoptara los mecanismos para definir los impactos de 

responsabilidad en que incurre el agente privado en el fenómeno de la corrupción. 

Por ello, la LGRA establece un mecanismo para evaluar el nivel de integridad de las empresas que participan en 

contrataciones con el sector público a partir de la existencia o ausencia de “políticas de integridad” que pueden 

ser objetivamente evaluadas por el gobierno y por la sociedad. De entre los mecanismos que debe incluir esa 

política destacan los de control y vigilancia sobre sus equipos humanos y, a nuestro juicio, el de denuncia, en 

virtud del cual, el agente privado sería el principal aliado de los OIC para combatir y perseguir la corrupción. 



 

 
 

Ahora bien, una definición importante del nuevo SNA consiste en la clasificación de las faltas en no graves y 

graves. Las primeras se refieren al incumplimientos de las responsabilidades propias del servicio y pueden ser 

sancionadas desde con una amonestación hasta con separaciones e inhabilitaciones de hasta un año. 

Las segundas, las graves, se refieren a actos de corrupción, que implican la obtención ilícita de beneficios 

económicos y que se describen a la manera de los tipos penales. 

Para combatir estas faltas de manera más eficiente es para lo que el SNA cobra vida y, por ello, debemos ser 

extremadamente responsables en que se cuenten con todas las condiciones favorables para su debida 

instrumentación. 

Desde nuestro punto de vista el abanico de sanciones que pueden derivarse de la comisión de faltas graves es lo 

suficientemente amplio como para disuadir la comisión de esas conductas. También consideramos que la 

tipicidad de las conductas está sólidamente construida para permitir que la autoridad realice las tareas de 

investigación y sanción respetando de manera cabal los derechos humanos de las personas investigadas. 

Sin embargo, creemos que la solidez del SNA puede mejorarse si se amplían los plazos de prescripción que 

actualmente se contienen en la ley. 

El artículo 74 de la LGRA vigente prevé que las facultades de los órganos responsables de imponer sanciones 

en estas materias prescriban en 3 años para el caso de faltas no graves y en 7 años para las faltas administrativas 

graves o las faltas de particulares. 

Como sabemos, la prescripción de las capacidades sancionatorias del Estado, ya sea por conductas del ámbito 

administrativo o del ámbito penal, significan la extinción de la responsabilidad administrativa o penal por parte 

del sujeto activo. 

De esta manera, la prescripción es una figura que implica que cualquier persona que haya cometido un acto de 

corrupción y que se haya beneficiado económicamente con recursos de todos los mexicanos que debían 

destinarse a satisfacer las carencias sociales, o puede ser señalado como responsable por la indebida actuación 

del propio estado en los procesos de investigación y sanción. 

Aunque es razonable para fines de seguridad jurídica que la facultad de las autoridades quede prescrita en 

determinado tiempo, sostenemos que ese tiempo debe ser el más amplio posible. 

No pretendemos llegar al extremos de proponer la imprescriptibilidad de las responsabilidades vinculadas a 

hechos de corrupción. Sin embargo, si creemos que, en el caso de las faltas graves, esa figura debe operar en un 

plazo mucho más largo que el que actualmente contempla la ley. 

Por ello, proponemos que se reforme el referido artículo 74 de la LGRA para quedar así: 

Capítulo V 

De la prescripción de la responsabilidad administrativa 

Artículo 74. Para el caso de Faltas administrativas no graves, las facultades de las Secretarías o de los 

Órganos internos de control para imponer las sanciones prescribirán en tres años, contados a partir del día 

siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado. 



 

 
 

Cuando se trate de faltas administrativas graves o faltas de particulares, el plazo de prescripción será 

de veinte años, contados en los mismos términos del párrafo anterior. 

La prescripción se interrumpirá con la clasificación a que se refiere el primer párrafo del artículo 100 de esta 

Ley. 

Si se dejare de actuar en los procedimientos de responsabilidad administrativa originados con motivo de la 

admisión del citado informe, y como consecuencia de ello se produjera la caducidad de la instancia, la 

prescripción se reanudará desde el día en que se admitió el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa. 

En ningún caso, en los procedimientos de responsabilidad administrativa podrá dejar de actuarse por más de 

seis meses sin causa justificada; en caso de actualizarse dicha inactividad, se decretará, a solicitud del 

presunto infractor, la caducidad de la instancia. 

Los plazos a los que se refiere el presente artículo se computarán en días naturales. 

Por todo lo anterior someto a la consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 74 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 

Artículo Único. Se reforma el artículo 74 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas para 

quedar como sigue: 

Capítulo V 

De la prescripción de la responsabilidad administrativa 

Artículo 74. ... 

Cuando se trate de Faltas administrativas graves o Faltas de particulares, el plazo de prescripción será 

de veinte años, contados en los mismos términos del párrafo anterior. 

... 

Artículo Transitorio 

Único. El presente decreto entrara? en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de septiembre de 2020. 

Diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica) 

 


